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Medellín, dieciséis (16) de agosto de dos mil veinti trés (2023) 

 

Procede el Tribunal  a decidi r el  recurso de apelación interpuesto por el  

apoderado de la parte demandante, f rente a la decisión adoptada por el  

juzgado de primer grado en audiencia de fecha 19 de jul io de 2023, mediante 

la cual  decidió sobre  la práct ica de pruebas, específ icamente lo relat ivo a la 

negativa de pract icar la prueba documental que requería previo of ici o y que 

fue pedida por la parte demandante recurrente.   

 

I .  ANTECEDENTES 
 

Se desprende del expediente que, a través del apoderado judicial  la 

sociedad Tres Lomas Ltda y CIA S.C.C.S. administrada y representada por la 

sociedad TRES LOMAS LIMITADA  como socia gestora, se instauró proceso 

ejecut ivo singular en contra de la sociedad Arenko S.A. y Antonio Ricaurte 

Ríos Grajales para el pago de obl igaciones contenidas en pagarés (Arch ivo  

d ig i ta l  04 .  Pr imera  Ins tanc ia ) .  

 

El conocimiento de la demanda le correspondió al Juzgado Doce Civi l  del  

Circuito de Oral idad de Medel l ín;  despacho judicial  que el día 27 de enero de 

2022 l ibro mandamiento de pago  y ordenó la not i f icación de los ejecutados 

(Arch ivo  d ig i ta l  12 .  Pr imera  Ins tanc ia ) .  
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Integrada la Li t is,  mediante providencia de l 16 de noviembre de 2022, el  juez 

de primera instancia f i jó como fecha para l levar a efecto la audiencia el 19 

de jul io de 2023 y,  además,  decidió sobre el decreto y la práct ica de 

pruebas, proveído donde, entre otros aspectos, dispuso: “F.  OFICIOS: Se 

ordena of iciar a CATASTRO MUNICIPAL, DIAN, BEATRIZ ELENA GRANADA 

GOMEZ e INVERSIONES DAMAR LTDA, para que den respuesta a los 

derechos de pet ición radicados por la parte actora, y al leguen la misma al  

Despacho”  (Arch ivo  d ig i ta l  52 .  Pr imera  Ins tanc ia) .  

 

La anterior providencia fue recurrida en reposición y subsidio apelación, por 

ot ros aspectos, habiéndose centrado el trámite en los recu rsos, como en 

sol ici tudes adicionales relacionadas con las otras pruebas que fueron 

decretadas, en cuya vi rtud, los of icios  aludidos sólo fueron real izados por la 

secretaría del  juzgado de primera instancia el 14 de jul io de 2023  (Arch ivo  

d ig i ta l  71 .  P r imera  Ins tanc ia) .  Y remit idos por la misma secretaría en esa misma 

fecha por correo electrónico  (Ar ch ivo  d ig i ta l  72 .  Pr imera  Ins tanc ia ) .   

 

En la audiencia del 19 de jul io de 2023,  luego de la etapa de conci l iación, 

interrogatorios, f i jación del l i t igio y test imonios, el  a quo  se pronunció sobre 

la práct ica de la prueba documental señalando, en lo que es objeto de 

alzada que, por pet ición de la parte demandante se ordenó of iciar  a  

CATASTRO MUNICIPAL, a la DIAN, a la señora BEATRIZ ELENA GRANADA 

GOMEZ y a INVERSIONES DAMAR LTDA. para que dieran respuesta a los 

derechos de pet ición que la parte demandante les había formulado , 

documentación que no fue aportada antes de la audiencia y, por ende, no 

podrá ser valorada, dada la fal ta de gest ión de la parte demandante  ( v ideo  5  

minu to  29 a  35:25  l i nk  obrante  en  ar ch ivo  75  pr imera  ins tanc ia ) .   

 

En la misma di l igencia el apoderado de la parte demandante formuló recurso 

de reposición y en subsidio apelación señalando , en esencia,  que los of icios 

sólo fueron expedidos por la secretaría del juzgado el viernes antes de la 

audiencia,  por sol ici tud de dicho togado, habiendo la secretaría remit ido los 

mismos, en esa fecha, a los dest inatarios, demora que es ajena a la parte 

que representa porque la labor de real ización de los of ic ios no es carga de 

las partes sino de la secretaría (v ideo 5  m inuto  35:30  a  38:00  l i nk  obrante  en  ar ch ivo  75  

pr imera  ins tanc ia) .   
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Concedido t raslado a la parte no recurrente , ésta se pronunció diciendo que 

la parte demandante no fue di l igente en el di l ige nciamiento de los of icios y 

que la decisión no es susceptible de alzada porque no se le está negando 

una prueba, en tanto la misma sí hab ía sido decretada (v ideo 5  minuto  38:00  a  

41:30 l ink  obrante  en  ar ch ivo  75  pr imera  ins tanc ia) .  

 

El Juzgado resolvió  la reposición manteniendo la decisión;  para decidi r 

expuso que el proveído por medio del cual convocó a la audiencia y decretó 

pruebas data del 16 noviembre de 2022 y no se advierte en el expediente 

ningún t ipo de gest ión de la parte demandante encaminada a que se 

pract icaran esos medios de convicción,  carga que está contemplada en el  

art ículo 167 del C.G.P. sumado a que el art ículo 78 numeral  8 ibídem 

establece como deber de las partes colaborar con el  juzgado para la práct ica 

de las pruebas y demás di l igenci as ( v ideo 5  minuto  42 :00  a  45:00 l ink  obran te  en 

arch ivo  75  pr imera  ins tanc ia) .  Final izando la audiencia concede la alzada  

 

I I .  CONSIDERACIONES  

 

1.  DERECHO A PROBAR Y PRINCIPIO DE NECESIDAD DE LA PRUEBA.  

Con el vigente ordenamiento Const i tucional procesal ,  el  derecho a la prueba 

se ha erigido además de componente del debido proceso, en una garantía 

fundamental autónoma 1 para toda persona que ostente el carácter de parte o 

interviniente,  o que pretende serlo en un futuro proceso. De conformidad con 

la Carta Polí t ica y la ley, dicha garantía consistente en la exigencia al Juez 

del aseguramiento, admisión, práct ica y valoración de la prueba propuesta 

con el f in de propender por la formación de la convicción de éste sobre la 

verdad de los hechos que son presupu esto del derecho o del interés material  

que se disputa 2.  

 

Sobre este específ ico derecho de raigambre procesal también ha precisado 

la más autorizada doctrina nacional 3:  

 

Así como existe  un derecho subjet ivo  de acc ión para in ic iar e l  proceso 
y obtener con é l una sentencia,  lo mismo que un derecho de recurr ir  
que prolonga los efectos de aquel,  puede af irmarse que existe  un 

                                                 
1 Cor te  Const i tuc iona l ,  Sen tenc ia  T -393 de 2004  
2 Ver  a l  respec to :  RUIZ  JARAMILLO,  Lu is  Bernardo .  El  derecho a  la  p rueba como un de recho 
fundamenta l .  En:  Rev is ta  Es tud ios  de Derecho ,  Facu l tad  de Derecho y  Cienc ias  Po l í t i cas  de la  
Un ivers idad de Ant ioqu ia :  Mede l l ín ,  Vo l .  64 ,  Nº  143,  (2007 )  págs .  182 -206 .   
3 DEVIS ECHANDÍA,  Hernando .  Tratado genera l  de  la  p rueba jud i c ia l .  5ª  Ed ic ión ,  Bogotá :  
Temis ,  2006,  Tomo I ,  pág.  2 6  
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derecho subjet ivo de probar,  en el  proceso,  los hechos de los cuales 
se in tenta deducir  la pretensión formulada o la  excepción propuesta o  
la imputac ión o el  hecho eximente de responsabi l idad penal.  
 
Basta recordar la importancia  ext raord inar ia que la prueba t iene no 
sólo en e l proceso, s ino en el campo genera l del derecho (c fr.  núms. 1 -
3),  para comprender que se tra ta de un indispensable co mplemento de 
los derechos mater ia les consagrados en la ley y de l derecho de 
defensa. En cuanto a l  demandado e imputado o procesado se ref iere  
es claro que s in el  derecho de probar no exis t i r ía audiencia bi latera l,  n i  
contradictor io efect ivo,  n i  se cumpl ir í a la exigencia const i tuciona l de 
oír lo y vencerlo para condenarlo;  en relación al  demandante, es 
igualmente indudable que sin  el  derecho a probar resultaría nugatorio  
el  e jercic io de la acción e i lusor io el  derecho materia l  les ionado, 
d iscut ido o insat isfecho.  

 

Ahora, de conformidad con el art ículo 164 del Código General del Proceso, 

toda decisión judicial  debe fundarse en las pruebas regular y oportunamente 

al legadas al proceso. El referenciado imperat ivo normativo procesal es un 

desarrol lo posit ivo del decantado principio de necesidad de la prueba; sobre 

el cual también se ha enseñado:  

 
La prueba es necesariamente v i ta l  para la demostrac ión de los hechos 
en el proceso; sin  el la  la arbit rar iedad sería la que re inaría.  A l juez le  
está prohib ido basarse en su propia exper iencia para d ictar sentencia;  
esta le puede serv ir  para decretar pruebas de of ic io y,  entonces, su 
decis ión se basará en pruebas oportuna y legalmente recaudadas. Lo 
que no está en e l mundo del proceso, recaudado por los medios 
probator ios,  no ex iste  en el mundo para e l  juez. (arts.  174 C.P.C.  y  232 
C.P.P.).  
 
Ut i l izamos la pa labra necesidad como “ todo aquel lo a lo cual  es 
imposible  subst raerse,  fa l tar  o resist i r”  (art .  174 del C. de P.C.).  
 
Cuando hay necesidad, no hay l ibertad,  por tanto  no e x iste n inguna 
l ibertad para que el  funcionario  decida con base en pruebas o 
ci rcunstancias que no obren en e l proceso. Esta  necesidad t iene 
sustento en el derecho de cont radicción,  e l  cual  sería v io lado s i  la  
decis ión se tomara con base en pruebas no aport adas a l proceso, o en 
ideaciones o en conocimientos pr ivados de l juez. 4 

 

Resulta entonces totalmente consecuente y sistemático concluir que si  existe 

un imperat ivo de probar los hechos que se alegan por acción o excepción,  

debe garant izarse la posibi l idad al dest inatario de cumpli r  efect ivamente 

dicha carga; de ahí la importancia del derecho subjet ivo a probar, en tanto 

es la prerrogativa que complementa el  principio de necesidad de la prueba, 

que es el que racional iza y legit ima a la act ividad jurisdiccion al.  

                                                 
4 PARRA QUIJANO,  Ja i r o .  Manual  de  de recho  proba tor io .  16ª  Ed ic ión ,  Bogo tá :  L ib rer ía  
Ed ic iones  de l  Pro fes iona l ,  2007,  págs.  73 -74.  
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2. CASO CONCRETO 

Sea lo pr imero indicar que de conformidad con el numeral  3 del art ículo 321 

del Código General del Proceso, es apelable el  auto “que niegue  el  decreto 

o la práctica de pruebas ”  (Resaltado intencional) ,  lo que impl ica que, 

contrario a lo af i rmado por la parte demandada al descorrer el  t raslado del 

recurso de apelación, la decisión aquí anal izada sí es suscept ible de alzada 

porque, aunque no se está negando el decreto de una prueba , si  negó la 

obtención y práct ica de pruebas, lo que está contemplado claramente en la 

norma reseñada.   

 

Ahora, en el escri to mediante el cual la parte demandante descorrió t raslado 

de las excepciones (PDF 35 cuaderno pr inc ipa l  p r imera  ins tanc ia) ,  sol ici tó como 

pruebas:  

 

“Se digne of ic iar a las ent idades que a c ont inuación relaciono, con el 
f in que den respuesta a los interrogantes al l í  formulados pues se 
radicaron derechos de pet ic ión y  por  t ratarse de información pr ivada no 
están obl igados a dar respuesta a  la  misma salvo que su señoría  los 
requiera para e l lo;  de esta forma cumplo con lo ordenado por el  
art ícu lo del C.G.P.  
 
 A.  A catast ro munic ipal para que remitan el avalúo catastra l  del 
inmueble ident i f icado con el fo l io de matrícu la inmobi l ia r ia  001 -166635 
de la Of ic ina de Registro de Inst rumentos Públ icos de  Medel l ín,  Zona 
Sur,  para sept iembre de 2018.  
 
b.  A la DIAN para que cert i f iquen:  
 
-  S i la sociedad ARENKO S.A.  NIT 811045721 -8 reportó o  no en su 
declaración de renta  de 2018 el pago de la suma de TRES MIL 
DOSCIENTOS SESENTA Y OCHO MILLONES NOVECIENTOS 
VEINTINUEVE MIL OCHOCIENTOS OCHENTA PESOS M/CTE 
($3.268.929.880) por  la compra o  cesión de unos derechos sobre un 
inmueble.   
 
-  S i la sociedad ARENKO NIT 811045721 -8 ha reportado o no desde 
2018 hasta la fecha el pago de unos intereses y/o rendimientos 
f inancieros a la sociedad TRES LOMAS LTDA Y CIA SCCS. Y en caso 
posit ivo por qué va lor y en qué cuantía.  -  Para que cert i f iquen cuál  era  
el  va lor  declarado por la señora BEATRIZ ELENA GRANADA GÓMEZ 
C.C.  21.618.782 respecto del derecho sobre el  inmueble ident i f icado 
con el fo l io de matrícu la inmobi l ia r ia número 034 -6704 y 034-17708 de 
la Of ic ina de Regis tro de Instrumentos Públ icos de Turbo y cuál fue el  
valor dec larado por d icha venta en la declaración de renta del año 
2018.  
 
c.  A la sociedad INVERSIONES DAMA R LIMITADA NIT 811017264–4. 
para que informe s i  t iene algún t ipo de re lac ión con los codemandados, 
para que informe si  t iene algún t ipo de relación comercia l  con las 
demandantes y la cuantía y conceptos de los pagos consignados por 
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dicha sociedad a mis poderdantes. Además, para que cert i f iquen 
cuántos pagos le han real izado a la soc iedad demandante y/o su 
representante legal desde agosto de 2018 a la fecha, indicando por 
qué conceptos y  por qué valor .   
 
d.  A BEATRIZ ELENA GRANADA GÓMEZ C.C. 21.618.782. - Para que 
informe cuál era el  valor realmente reportado en la contabi l idad de su 
contabi l idad y reportado a la DIAN del  derecho de c incuenta por c iento  
(50%) de los inmuebles ident i f icado con el fo l io  de matrícula  
inmobi l iar ia número 034 -6704 y 034-17708 de la  Of ic ina de Regist ro de 
Instrumentos Públ icos de Turbo que ésta  transf i r ió a mi poderdante.  

 

En proveído del 16 de noviembre de 2022 el juzgado de primer grado decretó 

pruebas, entre el las, por sol ici tud de la parte demandante dispuso: “F. 

OFICIOS: Se ordena of iciar a CATASTRO MUNICIPAL, DIAN, BEATRIZ 

ELENA GRANADA GOMEZ e INVERSIONES DAMAR LTDA, para que den 

respuesta a los derechos de pet ic ión radicados por la parte actora, y 

al leguen la misma al  Despacho ”.   Al l í ,  además f i jó como fecha para real izar 

la audiencia inicial  y de instrucción y juzgamiento el 19 de jul io de 2023.  

 

La prueba por informe  está regulada en el  art ículo  275 del Código General  

del Proceso, norma que dispone en lo pert inente:  

 

“A pet ic ión de parte o de of ic io el  juez podrá so l ic i tar i nformes a 
ent idades públ icas o privadas, o a sus representantes, o a cua lquier  
persona sobre hechos,  actuaciones, c i f ras o demás datos que resul ten 
de los arch ivos o reg istros de quien r inde el informe, sa lvo los casos 
de reserva legal .  Ta les informes se e ntenderán rendidos bajo  la 
gravedad de l juramento por el  representante,  func ionar io o  persona 
responsable del mismo.  
 
Las partes o sus apoderados, un i lateralmente o de común acuerdo, 
pueden sol ic i tar  ante  cualqu ier  ent idad públ ica o pr ivada copias de 
documentos,  informes o actuaciones admin is trat ivas o  jur isdicciona les,  
no sujetas a reserva legal,  expresando que t ienen como objeto serv i r  
de prueba en un proceso judicia l  en curso, o  por in ic iarse.”  

 

La anterior norma debe ser concordada con el art ículo 173 ibídem, que 

regula las oportunidades probatorias  y dispone:  

 

“Para que sean aprec iadas por el  juez las pruebas deberán so l ic i tarse,  
pract icarse e  incorporarse al  proceso dentro de los términos y 
oportunidades señalados para e l lo en este código.  
 
En la prov idencia que resuelva sobre las sol ic i tudes de pruebas 
formuladas por las partes,  e l  juez deberá pronunciarse expresamente 
sobre la admis ión de los documentos y  demás pruebas que estas hayan 
aportado. El  juez se abstendrá de ordenar la práct ica de las prueba s 
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que, d irectamente o por medio de derecho de pet ic ión, hubiera podido 
conseguir la parte que las so l ic i te ,  salvo cuando la pet ic ión no hubiese 
sido atend ida, lo que deberá acreditarse sumar iamente .  (…) (Negri l la  
fuera del texto orig inal ).  

 

En el presente caso,  la parte demandante cumplió con la carga de formular ,  

antes de sol ici tar las pruebas aludidas, los respect ivos  derechos de pet ición 

y, acreditó que las sol ici tudes no fueron atendidas, por lo cual  resultaba 

procedente entonces, que el juzgado de primera instancia accediera a 

decretar las pruebas y sol ici tara la información que no pudo obtener 

di rectamente la parte demandante, para cu yo efecto no bastaba con emit i r la 

providencia ordenándolo, sino que era necesario  además, emit ir los of icios 

en tal  sent ido, di r ig idos a las ent idades y personas dest inatarias de la s 

sol ici tudes.  

 

Revisado el expediente digi tal  se observa que luego del decreto de las 

pruebas real izado en la providencia del 16 de noviembre de 2022, el  proceso 

surt ió t rámites y discusiones sobre otros temas probatorios, incluyendo un 

recurso de apelación sobre la negativa de una s pruebas diferentes a las que 

ahora son objeto de estudio, no habiéndose emit ido, al  parecer por dic ho 

motivo de t rámites diversos o por olvido de la secretar ía, los of icios para 

CATASTRO MUNICIPAL, la DIAN, BEATRIZ ELENA GRANADA GOMEZ e 

INVERSIONES DAMAR LTDA. , lo que apenas fue real izado por la secretaría 

del juzgado de primera instancia el  14 de jul io de 2023,  esto es, apenas t res 

(3) días hábi les antes de la audiencia,  demora que conl levó obviamente a 

que las respuestas no l legaran para la di l igencia aludida.  

 

Es verdad,  como di jo el  juez de primer grado,  que la  parte demandante pudo 

ser más acuciosa y haber requerido al  juzgado para que expidiera los 

of icios, pero, también lo es que, la carga que estaba pendiente de cumpli r no 

era atribuible a la parte demandante, a quien no se le puede imputar la 

omisión de la secretaría del juzgado y quien no podía supl ir dicho acto,  

porque incluso ya había intentado obtener res puestas di rectas a sus 

sol ici tudes y por fal ta de el las fue que precisamente debió acudir al  apoyo 

del juzgado.  Además, no se puede desconocer que muchas veces los 

requerimientos y sol ici tudes de of icios son tema que los abogados t ramitan 

de forma verbal ante la secretaría del juzgado, sin que quede regist ro alguno  
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en el expediente,  incluso,  al  parecer algo así sucedió en este caso, pues al  

formular el  recurso en la audiencia , el  apoderado de la parte demandante 

señaló que los of ic ios fueron expedidos por sol ici tud que real izó,  pero de 

el lo no hay constancia en el  expediente,  no pudiendo entonces sostenerse 

con la certeza que lo hizo el  juzgado de primera instancia que el profesional  

del derecho que representa a la parte demandante fue negl igente,  máxime, 

se insiste, que la carga pendiente era de la secretaría y no de la parte 

demandante.   

 

Corolario de lo expuesto, es la decisión que habrá de adoptarse la de 

revocar la decisión recurrida en alzada, sin condena en costas  por la 

prosperidad del recurso, además de no evidenciarse causadas.  

 

Ahora, para obtener las pruebas referidas ,  dado que: ( i )  en el proceso ya 

se prof i r ió sentencia que también fue recurrida en alzada y repart ida para 

trámite a este Despacho; (i i ) que en el expediente obra constancia que los 

of icios fueron remit idos por la secretaría del juzgado de primer grado 

mediante medios electrónicos a los dest inatarios el 14 de jul io de 2023; ( i i i )  

que en el expediente arrimado para surt i r la segunda instancia no obra 

respuesta, pero, revisado en el si stema de consulta el radicado de primer 

grado, después de la remisión del proc eso para surt i r la alzada mil i tan t res 

memoriales, sin que exista certeza si  se trata de las respuestas a los of icios 

aludidos.  Se ordenará oficiar al JUZGADO DOCE CIVIL DEL CIR CUITO DE 

MEDELLÍN  para que en el término máximo de t res (3) días siguientes a la 

comunicación de esta providencia informe si ha recibido respuesta por parte 

de CATASTRO MUNICIPAL, la DIAN, BEATRIZ ELENA GRANADA GOMEZ e 

INVERSIONES DAMAR LTDA. a los of icios 297, 298, 299 y 300 de fecha 14 

de jul io de 2023 y,  en caso af i rmat ivo,  las haga l legar a este Despacho,  en el  

mismo término, de forma digi tal ,  las cuales se incorporarán al expediente 

digi tal  de apelación de sentencia,  porque con la revocatoria del auto de 

primera instancia se f inal iza lo correspondiente a la apelación de auto, 

siendo el tema de obtención y práct ica de las pruebas , pert inente para el 

trámite de la apelación de sentencia .  

 

Por lo expuesto, la suscrita Magistrada Sustanciadora de la Sala C ivil  del  

Tribunal Superior de Medellín,  

 



P á g i n a  9  d e  9  
M    C    O    P      R a d i ca d o  0 5 0 0 1  3 1  0 3  0 1 2  2 021  0 0 5 7 4  0 4  

I I I .  RESUELVE 

 

PRIMERO. REVOCAR la decisión adoptada por el  JUZGADO DOCE CIVIL 

DEL CIRCUITO DE MEDELLÍN en audiencia de fecha 19 de jul io de 2023, 

mediante la cual decidió negar la práct ica de las pruebas documentales que 

requerían previo of icio y que fue ron pedidas por la parte demandante 

recurrente, conforme lo expuesto.   

 

SEGUNDO.  Para obtener las pruebas referidas ,  se ordena of iciar al  

JUZGADO DOCE CIVIL DEL CIRCUITO DE MEDELLÍN  para que en el 

término máximo de tres (3) días siguientes a la comunicación de esta 

providencia informe si ha recibido respuesta por parte de CATASTRO 

MUNICIPAL, la DIAN, BEATRIZ ELENA GRANADA GOMEZ e INVERSIONES 

DAMAR LTDA. a los of icios 297, 298, 299 y 300 de fecha 14 de jul io de 2023 

y, en caso af i rmativo, las haga l legar a este Despacho, en el mismo término, 

de forma digi tal ,  las cuales se incorporarán al  expediente digi tal  de 

apelación de sentencia, porque con la revocatoria del auto de pr imera 

instancia se f inal iza lo correspondient e a la apelación de auto, siendo el  

tema de obtención y práct ica de las pruebas, pert inente para el trámite de la 

apelación de sentencia .  

 

TERCERO. No condenar en costas .     

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE  

 

 

 

MARTHA CECILIA OSPINA PATIÑO 

Magistrada 

(F i rma  e lec t ró n ica  de con formidad  con e l  a r t í cu lo  105 de l  C.G.P.  en  concordanc ia  con la  Ley 

2213  de  2022)  
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